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HONORABLE ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
  
 
Con fundamento en los artículos 116 fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 40, cuarto párrafo; 58, fracción XXI; 66; 106, 

tercer párrafo; 109, 111 y 112, primer párrafo de la Constitución Política del 

Estado de Tamaulipas; 78 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; 1; 

3; 35; 40; 41; 42; 43, párrafo 1, inciso f); 45; 46; 95; 133 y 134 de la Ley sobre 

la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, la 

Comisión de Justicia de la Sexagésima Segunda Legislatura del Congreso 

Constitucional del Estado de Tamaulipas, emite el presente dictamen relativo a 

la propuesta de ratificación en el cargo de Magistrada Regional del 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado por un periodo de 6 años 
contados a partir del próximo 2 de junio del año en curso a  la 
Licenciada en Derecho Martha Patricia Razo Rivera, remitida por el 

Ejecutivo del Estado, al tenor de los siguientes: 

 
A N T E C E D E N T E S 

 

1. Con fecha 20 de mayo del presente año se recibió en la Oficialía de Partes 

de la Secretaría General de este Honorable Congreso del Estado, la propuesta 

del Ejecutivo del Estado, para ratificar como Magistrada Regional del Supremo 

Tribunal de Justicia del Estado a la Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, por 

un periodo de 6 años, conforme a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 

106 de la Constitución Política del Estado de Tamaulipas. 

 

 

COMISIÓN DE JUSTICIA  
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Lo anterior, para que con fundamento en los artículos 91, fracción XIV; 106, 

tercer párrafo y 109 de la Constitución Política del Estado de Tamaulipas, esta 

soberanía dispusiera el trámite correspondiente. 

 

2. En Sesión Ordinaria celebrada por el Pleno Legislativo el 21 de mayo del 

año en curso, se turnó el asunto a la Comisión de Justicia, con fundamento en 

los artículos 1; 3; 35; 40; 41; 42; 43, párrafo 1, inciso f); 45; 46; 95; 133 y 134 

de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del 

Estado, a efecto de que ésta  desahogara el procedimiento parlamentario 

respectivo. 

 

3. Una vez turnada la propuesta de nombramiento, la Comisión de Justicia se 

reunió al término de la sesión ordinaria el mismo día, y con fundamento en los 

artículos 133 y 134, párrafos 1 y 2 de la Ley sobre la Organización y 

Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, procedió a desahogar las 

etapas del procedimiento referentes a la integración del expediente 

correspondiente y al análisis del cumplimiento de los requisitos constitucionales 

y legales, así como su idoneidad para desempeñar el cargo, al efecto y para 

mayor ilustración nos permitimos citar de manera textual los dispositivos 

legales en cita: 
 
ARTÍCULO 133. 
1. Para efectos de los nombramientos o ratificaciones, según sea el 
caso, de Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial del Estado; del Consejero Presidente, los 
consejeros electorales y el Contralor General del Instituto Electoral de 
Tamaulipas; del Titular de la Presidencia  y de los integrantes del 
Consejo Consultivo  de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Tamaulipas; de los comisionados del Instituto de Transparencia y 
Acceso a la Información de Tamaulipas y del Procurador General de 
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Justicia se seguirá el procedimiento señalado en esta Sección y, en su 
caso, el de las leyes que correspondan. 
 
2. En tratándose de otros nombramientos cuyo perfeccionamiento 
requiera del concurso de la mayoría del Pleno del Congreso, sólo se 
requerirá la formulación y aprobación del dictamen correspondiente.  
 

ARTICULO 134. 
1. Los nombramientos previstos en los párrafos 1 y 2 del artículo 
anterior requieren la integración de un expediente en el que se 
contengan: 
 
a) Designación hecha por el órgano competente, sujeta a la aprobación 
o ratificación del Congreso o propuesta hecha por el órgano 
competente, para la designación del Congreso; 
 
b) Expediente con documentos públicos que acrediten el cumplimiento 
de los requisitos constitucionales y legales para desempeñar el cargo; y 
 
c) Datos biográficos de la persona nombrada, destacándose aquellas 
actividades relacionadas con su idoneidad para desempeñar el cargo 
para el que se le ha nombrado o para cuya designación se propone. 
 
2. Recibida la designación o propuesta correspondiente, la comisión 
ordinaria competente o la Diputación Permanente, en su caso, 
analizarán si la persona nombrada reúne los requisitos constitucionales 
y legales que se prevean para el desempeño del cargo. En caso 
afirmativo se propondrá fecha para que la persona nombrada o 
propuesta asista a una reunión de trabajo con la comisión o la 
Diputación Permanente, en su caso. 

 
 

4. Para efectos del desahogo de la primera etapa del procedimiento, se integró 

el expediente individual de la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo 

Rivera, conformado por: 
 

a) La comunicación del Ciudadano Gobernador Constitucional del Estado 

relativa a la Propuesta que nos ocupa, con los siguientes anexos: 
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I. Copia  certificada del acta de nacimiento número 01892, expedida por la 

C. Oficial del Registro Civil del Estado de Guanajuato, con fecha 19 de 

febrero de 2014, con la cual se acredita que la persona propuesta es 

mexicana de nacimiento y cuenta con más de 35 y  menos de 70 años 

cumplidos a la fecha. 

 

II. Copia certificada de la credencial para votar con fotografía, con lo que se 

demuestra su calidad de ciudadana en pleno ejercicio de sus derechos 

políticos. 

 
III. Constancia de residencia expedida por el C. Secretario del Ayuntamiento 

de Reynosa, Tamaulipas, de fecha 12 de mayo del 2014, por la que se 

acredita la residencia por más de cinco años ininterrumpidos e 

inmediatamente anteriores a la fecha de su ratificación, por no ser nativa 

del Estado. 

 

IV. Copia certificada del Título de Licenciada en Derecho, expedido por la 

Universidad Autónoma de Tamaulipas, de fecha 3 de noviembre de 1996, 

otorgado a favor de la interesada, con lo cual queda considerablemente 

satisfecho el término de diez años requerido desde su expedición para la 

ratificación correspondiente, otorgado a favor de la interesada con lo cual 

queda considerablemente satisfecho el término de diez años requerido 

desde su expedición para la designación correspondiente. 

 
V. Copia certificada de la cédula profesional expedida por la Dirección 

General de Profesiones, dependiente de la Secretaría de Educación 

Pública. 



 

5 
 

 

VI. Constancia de no antecedentes penales de fecha 30 de abril del actual, 

expedida por el C. Director de Control de Procesos de la Procuraduría 

General de Justicia del Estado, mediante la cual se demuestra el hecho de 

no haber sido sujeta a proceso legal alguno. 

 

VII. Constancia de no inhabilitación de fecha 7 de mayo del actual, expedida 

por el C. Director de Responsabilidades y Situación Patrimonial de la 

Contraloría Gubernamental del Gobierno del Estado de Tamaulipas, 

mediante la cual se acredita que no se encuentra inhabilitada para ejercer 

algún cargo público. 

 
VIII. Escrito suscrito por la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, 

mediante el cual manifiesta no haber ocupado durante el año previo a la 

fecha, los cargos de Gobernador, Secretario o su equivalente, Procurador 

General de Justicia o Diputado local en el Estado; así como no tener 

parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado, o por afinidad hasta 

el segundo, con alguno de los Magistrados integrantes del Supremo 

Tribunal de Justicia, del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado o 

del Consejo de la Judicatura. 

 
IX. Curriculum vitae de la la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo 

Rivera. 

 

Cabe destacar que el referido expediente individual, como anexo del presente 

dictamen, forma parte integrante del mismo, para los efectos legales a que 

haya lugar. 
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Al tenor de lo anterior, esta Comisión razona en el sentido de que la Propuesta 

con la documentación anexa se encontró presentada en los términos y 

formalidades de ley por el órgano competente, por virtud de que ha sido 

presentado por el Titular del Ejecutivo del Estado, en términos de lo dispuesto 

por la fracción XIV del Artículo 91 de nuestro máximo ordenamiento legal local, 

relativo a las facultades y obligaciones del Gobernador, que dice: 
 
 

XIV.- Proponer al Congreso del Estado para su estudio y 
aprobación, en su caso, el nombramiento de Magistrados del Poder 
Judicial del Estado, con excepción de los Magistrados del Tribunal 
Electoral, mismos que serán nombrados mediante el procedimiento 
que para tal efecto se establece en esta Constitución; así como la 
propuesta de designación del Magistrado del Tribunal Fiscal del 
Estado; 

 

Así también, a lo dispuesto en los párrafos tercero y sexto de la fracción I del 

numeral 106  de la Constitución Política local, relativo, en lo que aquí interesa, 

en cuanto a que Los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia serán 

nombrados por un periodo de seis años y podrán ser ratificados hasta 

completar un máximo de doce años contados a partir de la fecha inicial de su 

designación… y que, Los Magistrados y jueces serán nombrados 

preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, 

capacidad y probidad en la impartición de justicia, o que se hayan distinguido 

por su honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la 

profesión jurídica, por virtud de que la Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, 

fue nombrada mediante el Decreto LX-24 expedido el dos de junio del 2008, 

como Magistrado de Número por un período de seis años, de lo cual se 

desprende que el propuesto, se encuentra en el supuesto jurídico de ser 
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susceptible de ser ratificado como dispone el precepto constitucional, 

actualizándose así también el siguiente criterio jurisprudencial.  

 

Época: Novena Época  
Registro: 175858  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXIII, Febrero de 2006  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 15/2006  
Página: 1530  
 
PODERES JUDICIALES LOCALES. PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES CON QUE DEBEN CONTAR PARA 
GARANTIZAR SU INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA. 
 
La finalidad de la reforma a los artículos 17 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de marzo de 
1987, fue el fortalecimiento de la independencia y autonomía de los 
Poderes Judiciales Estatales, al establecer que éstas deberán 
garantizarse en las Constituciones Locales y leyes secundarias. Así, 
para garantizar la independencia judicial en la administración de 
justicia local, en el referido artículo 116 se previeron diversos 
principios a favor de los Poderes Judiciales Locales, consistentes en: 
a) el establecimiento de la carrera judicial, debiéndose fijar las 
condiciones para el ingreso, formación y permanencia de los 
funcionarios judiciales; b) la previsión de los requisitos necesarios 
para ocupar el cargo de Magistrado así como las características que 
éstos deben tener, tales como eficiencia, probidad y honorabilidad; c) 
el derecho a recibir una remuneración adecuada e irrenunciable que 
no podrá disminuirse durante su encargo, y d) la estabilidad o 
seguridad en el ejercicio del cargo, lo que implica la fijación de su 
duración y la posibilidad de que sean ratificados al término del 
periodo para el que fueron designados, a fin de que alcancen la 
inamovilidad. Estos principios deben estar garantizados por las 
Constituciones y leyes estatales para que se logre una plena 
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independencia y autonomía de los Poderes Judiciales Locales; sin 
embargo, en caso de que en algún Estado de la República no se 
encuentren contemplados, ello no significa que el Poder Judicial de 
dicho Estado carezca de principios a su favor, toda vez que al estar 
previstos en la Constitución Federal son de observancia obligatoria. 
 
Controversia constitucional 4/2005. Poder Judicial del Estado de 
Tlaxcala. 13 de octubre de 2005. Unanimidad de diez votos. Ausente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Laura Patricia Rojas Zamudio. 
 
El Tribunal Pleno, el tres de enero en curso, aprobó, con el número 
15/2006, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito 
Federal, a tres de enero de dos mil seis. 
 

 

5. Desahogado lo anterior, esta Comisión dictaminadora procedió a realizar la 

valoración cuantitativa del cumplimiento de los requisitos constitucionales y 

legales establecidos en el artículo 111 y 112 primer párrafo de la Constitución 

Política del Estado de Tamaulipas, y para ello se dio cuenta con cada uno de 

los documentos que conforman el expediente individual de la Ciudadana 

Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, contrastándolos con el requisito 

constitucional y legal correspondiente, resultando lo siguiente: 
 

REQUISITOS 
ARTÍCULO 111.- Para ser Magistrado del Supremo Tribunal de 
Justicia se requiere: 

STATUS 

I.- Ser mexicano por nacimiento, ciudadano del Estado en pleno 
ejercicio de sus derechos políticos y civiles y haber residido en el 
país durante los dos años anteriores al día de la designación, si 
es nativo del Estado o haber residido en el Estado por más de 
cinco años ininterrumpidos e inmediatamente anteriores a la 
fecha de la designación en caso de no ser nativo, salvo que en 
esas hipótesis la ausencia obedezca al cumplimiento de un 
servicio público; 

ACREDITADO 
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II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de 
la designación; 

ACREDITADO 

III.- Poseer título profesional de Licenciado en Derecho o su 
equivalente, expedido por lo menos con diez años de anterioridad 
al día de la designación, por autoridad o institución legalmente 
facultada para ello; 

ACREDITADO 

IV.- No haber ocupado por lo menos durante el año previo al día 
de la designación, los cargos de Gobernador, Secretario o su 
equivalente, Procurador General de Justicia o Diputado local en 
el Estado; y 

ACREDITADO 

V.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por 
delito intencional que amerite pena corporal de más de un año de 
prisión; pero si se tratare de robo, peculado, fraude, falsificación, 
abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama 
en el concepto público, quedará inhabilitado para el cargo, 
cualquiera que haya sido la pena. 

ACREDITADO 

ARTÍCULO 112.  
No podrán formar parte del Supremo Tribunal de Justicia, del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado o del  Consejo de 
la Judicatura, dos o más personas que tengan entre sí 
parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado, o por 
afinidad hasta el segundo. 

ACREDITADO 

 

 

En tal razón, se concluye que de la verificación efectuada al expediente de la 

persona que nos ocupa, se desprende que cuenta con copia certificada de los 

documentos públicos que acreditan el cumplimiento de los requisitos 

constitucionales y legales para desempeñar el cargo y que, además, cuenta 

con datos biográficos, entre los que destacan, aquellas actividades 

relacionadas con su idoneidad para desempeñar el cargo como Magistrada 

Regional del Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 

 

6. Concluidas las dos primeras etapas del procedimiento inherente al desahogo 

de la propuesta de ratificación de Magistrada Regional del Supremo Tribunal de 

Justicia del Estado, y ante la determinación del cumplimiento de los requisitos 
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constitucionales para ese efecto, se actualizó la hipótesis del artículo 134, 

párrafo 4 de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del 

Congreso del Estado, que establece lo siguiente: 

 
ARTICULO 134. 
... 
4. En el supuesto de nombramientos previstos en el párrafo 1 del artículo 
anterior, si la persona nombrada o propuesta cumple con los requisitos 
constitucionales para desempeñar el cargo, se procederá a realizar una 
reunión de trabajo o entrevista, que se sujetará al siguiente orden: 
 
a) Presentación de los datos biográficos de la persona designada o 
propuesta; 
 
b) Presentación, por parte del funcionario nombrado o de la persona 
propuesta, de un documento general cuya lectura no excederá de 20 
minutos, sobre su pensamiento y planteamientos de actuación en el cargo 
para el que ha sido designado o propuesto;  
 
c) Preguntas y comentarios a cargo de los Diputados que asistan a la reunión 
de trabajo o entrevista y respuestas del funcionario designado o la persona 
propuesta, tendientes a aportar elementos de juicio sobre los conocimientos y 
la aptitud para el cargo respectivo; y 
 
d) Intervención general de 5 minutos para la exposición de conclusiones, en 
caso de solicitarlo el funcionario nombrado o propuesto. 

 
7. En consecuencia, esta Comisión dictaminadora acordó citar a la Ciudadana 

Licenciada Martha Patricia Razo Rivera a una entrevista de trabajo a llevarse a 

cabo el día jueves 22 de mayo del año en curso a las 11:00 horas, por lo que 

se envió oficio-comunicación a la interesada a efecto de que se sirviera 

comparecer ante esta instancia del Congreso, señalándole que de conformidad 

con el artículo mencionado 134, párrafo 4, la reunión de trabajo se sujetaría a 

los términos legales referidos, por lo que se recibiría el documento a que hace 
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referencia el inciso b) del citado artículo para ser agregado al expediente 

individual del interesado. 

 

8. En tiempo y forma se desahogó la reunión de trabajo o entrevista referida en 

el numeral anterior, cuyo contenido, desarrollo y conclusión, se evaluará –en 

conjunto con otros elementos- en el apartado de consideraciones de este 

dictamen, en cumplimiento a lo dispuesto en el referido artículo 134, párrafo 5, 

que a la letra dice: 

 
 
ARTICULO 134. 
 
... 
 
5. Con base en la reunión de trabajo o entrevista referida en el párrafo 
anterior, la comisión competente o la Diputación Permanente emitirá el 
dictamen que proceda. 
 

Conforme a todo lo anterior, en el presente dictamen se formulan las 

siguientes: 

 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 
Conforme a los antecedentes con los que esta dictaminadora da cuenta, se 

procede a exponer las consideraciones que sustentan la determinación que se 

adopta, y sobre el particular, son 2 los elementos generales que se toman en 

cuenta: 

 
a) Elementos personales y curriculares; y,  

b) Resultado de la entrevista. 
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Dentro del apartado en el que se evaluarán los elementos personales y 

curriculares, se analizaron la preparación y trayectoria personal de la 

ciudadana propuesta, así como la especialización y demás información 

inherente a la idoneidad de la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo 

Rivera, para ser ratificada como Magistrada Regional del Supremo Tribunal de 

Justicia. 

 

En segundo término, esta Comisión valoró el resultado o conclusión de la 

entrevista de trabajo realizada en cumplimiento al artículo 134, numeral 4 de la 

Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado. 

 

Cabe señalar que al abordar estos elementos de valoración, se respetaron 

plenamente los principios de independencia y autonomía jurisdiccionales, lo 

que se traduce en una garantía que opera a favor de la sociedad, pues ésta 

tiene derecho a contar con Magistrados capaces e idóneos que cumplan con la 

garantía constitucional de acceso a la justicia de los gobernados. 

 
a) Elementos personales y curriculares 
 

Del análisis de los datos biográficos, esta Comisión dictaminadora aprecia que 

la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, originaria de la Ciudad 

Salamanca, Guanajuato, de profesión Licenciada en Derecho, egresada de la 

Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Autónoma de 

Tamaulipas, así mismo cuenta con estudios de Maestría en Impartición de 

Justicia, en Ciencias Penales y Doctorado en Derecho.  
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Esta Comisión observa en la currícula de la Ciudadana Martha Patricia Razo 

Rivera, una activa participación en diversos diplomados como lo es en Derecho 

Procesal Penal, y Especialidad en Derecho Constitucional y Amparo, así como 

en Juicio Oral y Proceso Penal Acusatorio. Aunado a esto la Licenciada cuenta 

con basta preparación en diversos cursos, congresos, conferencias, coloquios, 

seminarios, simposium, y foros, entre otros. 

 

Es preciso dejar asentado que dentro de su preparación y capacitación cuenta 

con diversos seminarios como el curso de Actualización Judicial, el Congreso 

Iberoamericano de Derecho Penal y Política Criminal, Asistente en la XXIV 

Asamblea Anual Ordinaria de la Federación Nacional de Colegios, Barras y 

Asociaciones de Abogados A.C., Cursos de Actualización en Amparo en 

Materia Penal y Teoría del Delito, Ciclo de Conferencias “Juzgar con Ojos de 

Mujer”, Conferencias de Derecho Penal Iberoamericano, Sistema de Gestión 

de Juzgados Penales, Introducción al Conocimiento Práctico de la Mediación, 

XXX Congreso Nacional de Tribunales Superiores de Justicia, Curso “Formador 

de Formadores”, Conferencia sobre Propiedad Industrial, Coloquio 

Internacional en Derecho Penal, “Curso de Capacitación en el Uso y 

Aprovechamiento de las Herramientas del IUS 2006 y de los diferentes discos 

de legislación” Conferencia Magistral: “La Proporcionalidad en el Sistema de 

Justicia de Adolescentes Infractores”, Conferencia “La Reforma Constitucional 

y el Nuevo Proceso Penal Mexicano. Retos y Perspectivas”, Ciclo de 

Conferencias Magistrales sobre los Juicios Orales, Diplomado Juicio Oral, 

Simposio Nacional sobre la Reforma Constitucional en Materia Penal, 

Seminario: La Implementación de la Reforma Penal en Tamaulipas, “Misión de 

Autoridades Mexicanas a Colombia”, Congreso Nacional de Derecho Procesal 

Penal. “Hacia la Armonización de la Legislación Procesal Penal en México”, 
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Curso Regional Intensivo Teórico – Práctico de Formadores en Justicia Oral 

Penal en México”, Conferencia  “Reformas Constitucionales en Materia de 

Amparo, 5ª. Reunión Nacional sobre nuevas Modalidades del Sistema Procesal 

y Medios Alternos, Ciclo de Conferencias de Reforma del Sistema de Justicia 

Penal: Independencia, Ética y Responsabilidades Judiciales, Ciclo 

Cinematográfico “Argumentación y Ética Judicial a través del Cine”, Curso de 

Actualización sobre las Reformas Constitucionales en Materia de Derechos 

Humanos y Juicio de Amparo, Conferencia “Reflexiones en Relación con la 

Nueva Ley de Amparo”, Jornada del Control de Convencionalidad “Análisis de 

Sentencias”, Foro de Análisis de la Suspensión del Acto Reclamado en el 

Amparo Indirecto, Conferencia Magistral “Constitucionalidad y 

Convencionalidad”. Lo anterior avala y denota la constante preparación con la 

que cuenta la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, siendo estos 

elementos importantes que demuestran su gran interés de prepararse y 

actualizarse académica y profesionalmente.  

 

Dentro de su experiencia profesional, se aprecia que se desempeñó como Juez 

de Paz, en el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Veracruz, dentro del 

Poder Judicial del Estado de Tamaulipas, de igual manera como Secretaria 

Relatora, Juez Menor, Juez de Primera Instancia Civil, Penal y Magistrada 

Regional a partir del año 2008, con residencia en Reynosa, Tamaulipas. 
  

La precedente revisión de los elementos de análisis personales y curriculares, 

en cuanto elementos objetivos, hace a esta Comisión considerar que la 

Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, es una abogada capaz e 

idónea, apta para seguir sirviendo a la sociedad tamaulipeca. 
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b)   Resultado de la entrevista. 
 

Por lo que se refiere al resultado de la entrevista sostenida el día 22 de mayo 

del año en curso, es preciso apuntar en el presente Dictamen que la misma dio 

inicio a las 11:00 horas de ese día con la lectura a los datos biográficos de la 

compareciente.  

 

Posteriormente, la Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, expuso sus 

argumentos sobre su pensamiento y propuestas de actuación en torno al 

ejercicio del cargo, en cumplimiento a lo ordenado por los artículos 133 y 134 

de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Interno del Congreso del 

Estado de Tamaulipas, así como el apartado de preguntas y respuestas por 

parte de los Diputados presentes. 

 

 

En ese contexto, la comisión dictaminadora, acuerda que se tiene por 

reproducida aquí la versión estenográfica de la entrevista la cual forma parte 

del presente dictamen, anexándose al mismo, y en la que constan la 

presentación, sus planteamientos de propuesta de desempeño en el cargo, las 

preguntas que le plantearon los integrantes de la Comisión y las respuestas 

que proporcionó. 
 

 
CRITERIOS CONSTITUCIONALES CON RELACIÓN A LA 

RATIFICACIÓN QUE SE DICTAMINA 
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Después de abordar la valoración de los elementos personales y curriculares, 

así como lo inherente a la entrevista, estimamos preciso tomar en 

consideración algunos criterios constitucionales relacionados de manera 

específica con el acto de ratificación que nos ocupa, mismos que a 

continuación tenemos a bien exponer. 

  

En principio cabe establecer que nuestra carta magna señala en su artículo 

116 fracción III, que la independencia de los magistrados y jueces en el 

ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y 

las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones 

para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes 

Judiciales de los Estados. 

 

Señala que los Magistrados integrantes del Poder Judicial en este caso, deben 

reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 de esta 

Constitución y de artículos relacionados de la Constitución loca, mismos que la 

ciudadana aludida ha cumplido a cabalidad. 

 

Así también dicho precepto otorga la posibilidad de ser reelectos, en los 

términos que señala nuestra Constitución local y solo podrán ser removidos o 

privados de sus puestos en los términos que determinen la citada norma 

máxima local y la Ley de Responsabilidades. 
 
Aunado a lo anterior, cabe señalar que el órgano superior de justicia de la 

nación ha emitido también diversos criterios en torno al nombramiento o 

ratificación de Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia locales, en 

los que se establece que deben considerarse de manera prioritaria la eficiencia 
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y probidad en la impartición de justicia que hayan mostrado aquellas personas 

dentro de su trayectoria en la administración de justicia, así como su 

honorabilidad, competencia y experiencia dentro del ámbito inherente a la 

profesión jurídica. 
 

Al efecto cabe señalar que de igual manera, se toman en consideración, y de 

forma especial las consideraciones vertidas dentro de la resolución emitida por 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y Civil del 

Decimonoveno Circuito en la sesión pública del seis de marzo del año en 

cursa, dentro del expediente A.R.329/2013 Administrativo, quienes con 

relación a la reelección señalan lo siguiente: 

 

 

 

De lo que se tiene que la ratificación es una institución jurídica 

mediante la cual se confirma a un juzgador, previa evaluación objetiva 

de su actuación en el cargo que venía desempeñando para determinar 

si continuará en el mismo o no. 

 

Por tanto, la ratificación surge en función directa de la actuación del 

funcionario judicial durante el tiempo de su encargo, siempre y cuando 

haya demostrado que en el ejercicio de su cargo actuó 

permanentemente con diligencia, excelencia profesional y honestidad 

invulnerable, de manera que puede caracterizarse como un derecho 

que se traduce en que se tome en cuenta el tiempo ejercido como 

juzgador y en conocer el resultado obtenido en su evaluación. 
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Así, la ratificación no depende de la voluntad discrecional de los 

órganos a quienes se encomienda, sino del ejercicio responsable de 

una evaluación objetiva que implique el respeto a los principios de 

independencia y autonomía jurisdiccionales. 

 

Entonces la ratificación es también una garantía que opera a favor de 

la sociedad, en el sentido de que ésta tiene derecho de contar con 

juzgadores idóneos que reúnan las características de experiencia, 

honorabilidad y honestidad invulnerable, que aseguren una impartición 

de justicia pronta, completa, gratuita e imparcial. 

 

Entonces la ratificación es también una garantía que opera a favor de 

la sociedad, en el sentido de  que ésta tiene derecho de contar con 

juzgadores idóneos que reúnan las características de experiencia, 

honorabilidad y honestidad invulnerable, que aseguren una impartición 

de justicia pronta, completa, gratuita e imparcial. 

 

Por ello puede afirmarse que la ratificación mantiene una dualidad de 

caracteres al ser, al mismo tiempo un derecho del servidor 

jurisdiccional y una garantía de la sociedad, aspectos que 

indefectiblemente se complementan. 

 

Ahora bien, la ratificación en cuanto derecho o garantía no se produce 

de manera automática, puesto que al surgir con motivo del desempeño 

que ha tenido un servidor jurisdiccional en el lapso de tiempo que dure 

su mandato para el que opera es necesario realizar una evaluación. 
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Para ello, los órganos de poder competentes para pronunciarse 

respecto de la ratificación o reelección de los magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, deben dar 

continuidad y seguimiento al expediente que con motivo de la 

designación de un magistrado se abrió, para que el término de 

duración de su encargo previsto en la Constitución Local pueda 

evaluarse su desempeño y determinarse su idoneidad para 

permanecer o no en el cargo de magistrado, lo que conducirá a que 

sea o no ratificado. Lo cual debe estar avalado mediante las pruebas 

relativas que comprueben el correcto uso por parte de los órganos de 

poder a quienes se les otorgue la facultad de decidir sobre la 

ratificación, para así comprobar que  el ejercicio de tal atribución no 

fue de manera arbitraria. 

 

La evaluación que se realice con motivo de la ratificación deberá 

hacerse con base en el seguimiento de las actividades realizadas por 

el juzgador en el desempeño de su cargo, para que tanto esto como la 

sociedad tengan conocimiento de las razones por las cuales dicho 

funcionario merece continuar o no en su cargo. 

 

En atención a lo anterior, la evaluación sobre la ratificación o 

reelección a que tiene derecho el juzgador y respecto de la cual la 

sociedad está interesada, es un acto administrativo de orden público 

de naturaleza imperativa, que se concretiza con la emisión de 

dictámenes escritos en los cuales se precisen las razones de la 

determinación tomada en relación con la ratificación de un servidor 

jurisdiccional. 
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Constituye un acto administrativo de orden público de naturaleza 

imperativa, en virtud de que la figura de la ratificación o reelección se 

encuentra establecida en el artículo 116, fracción III penúltimo párrafo, 

de la Constitución Federal y su justificación es el interés de la sociedad 

de conocer la actuación ética y profesional de los funcionarios 

judiciales, situación que permite a la sociedad a que se beneficie con 

su experiencia y desarrollo profesional a través de la ratificación o a 

impedir que continúen en la función jurisdiccional, funcionarios cuya 

actuación no ha sido optima ni ha arrojado la idoneidad del cargo que 

se esperaba. 

 

Dicho acto administrativo  de orden público y de naturaleza imperativa 

se concreta en la emisión de un dictamen de evaluación que debe ser 

elaborado por  el órgano u órganos que tengan la atribución de decidir 

sobre la ratificación o no en el cargo de los magistrados, donde se 

refleje el conocimiento cierto de la actuación ética y profesional de los 

funcionarios que permita arribar a la conclusión, inherente a si 

continúan con la capacidad y los requisitos constitucionalmente 

exigidos para el desempeño de la función bajo los principios de 

independencia, responsabilidad y eficiencia. 

 

Así, el cargo de magistrado no concluye por el solo transcurso del 

tiempo previsto en las Constituciones Locales, pues ello atentaría 

contra el principio de seguridad y estabilidad en la duración del cargo 

que se consagra como una de las formas de garantizar la 

independencia y autonomía judicial, ya que con ello podría impedirse 
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la continuación en el ejercicio del cargo de funcionarios judiciales 

idóneos. También se contraría el principio de carreta judicial 

establecido en la Constitución Federal, en el que una de sus 

características es la permanencia de los funcionarios en los cargos 

como presupuesto de una eficaz administración de justicia. 

 

De igual forma, es importante señalar que la posibilidad de ratificación de los 

Magistrados al término del ejercicio señalado en la Constitución Política local 

debe sujetarse esencialmente a la suficiencia de los atributos que se les 

reconocieron al habérseles designado, lo que se debe demostrar mediante los 

resultados obtenidos en el desempeño del cargo, lo cual quedó debidamente 

comprobado y evaluado en el caso concreto que nos ocupa, como parte del 

procedimiento correspondiente previo a la emisión de este dictamen, con el 

objeto de comprobar la idoneidad de la persona propuesta para ser ratificada 

en el cargo de referencia. 

 

En torno a los argumentos antes expuestos, son de considerarse las tesis 

jurisprudenciales que enseguida se transcriben: 
 
Época: Novena Época 
Registro: 190970 
Instancia: PLENO 
TipoTesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Localización:  Tomo XII, Octubre de 2000 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 107/2000  
Pag. 30 
[J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XII, Octubre de 2000; Pág. 30 
 
PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS. CRITERIOS QUE LA 
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SUPREMA CORTE HA ESTABLECIDO SOBRE SU SITUACIÓN, 
CONFORME A LA INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
 
Del análisis de este precepto y de las diferentes tesis que al respecto ha 
sustentado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se pueden enunciar los 
siguientes criterios sobre la situación jurídica de los Poderes Judiciales 
Locales, y que constituyen el marco que la Constitución Federal establece a 
los Poderes Ejecutivo y Judicial de los Estados miembros de la Federación, en 
cuanto a la participación que les corresponde en la integración de aquéllos: 1o. 
La Constitución Federal establece un marco de actuación al que deben 
sujetarse tanto los Congresos como los Ejecutivos de los Estados, en cuanto al 
nombramiento y permanencia en el cargo de los Magistrados de los Tribunales 
Supremos de Justicia, o Tribunales Superiores de Justicia. 2o. Se debe 
salvaguardar la independencia de los Poderes Judiciales de los Estados y, 
lógicamente, de los Magistrados de esos tribunales. 3o. Una de las 
características que se debe respetar para lograr esa independencia es la 
inamovilidad de los Magistrados. 4o. La regla específica sobre esa 
inamovilidad supone el cumplimiento de dos requisitos establecidos 
directamente por la Constitución Federal y uno que debe precisarse en las 
Constituciones Locales. El primero, conforme al quinto párrafo de la fracción III 
del artículo 116 de la Constitución Federal, consiste en que los Magistrados 
deben durar en el ejercicio de su encargo el tiempo que señalen las 
Constituciones Locales, como expresamente lo señala la Constitución Federal; 
el segundo consiste en que la inamovilidad se alcanza cuando, cumpliéndose 
con el requisito anterior, los Magistrados, según también lo establece el texto 
constitucional, podrán ser reelectos, y si lo fueren, sólo podrán ser privados de 
sus puestos en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos de los Estados. El requisito que 
debe preverse en las Constituciones Locales es el relativo al tiempo específico 
que en ellas se establezca como periodo en el que deben desempeñar el 
cargo. 5o. La seguridad en el cargo no se obtiene hasta que se adquiere la 
inamovilidad, sino desde el momento en el que un Magistrado inicia el ejercicio 
de su encargo. Esta conclusión la ha derivado la Suprema Corte del segundo y 
cuarto párrafos de la propia fracción III del artículo 116 y de la exposición de 
motivos correspondiente, y que se refieren a la honorabilidad, competencia y 
antecedentes de quienes sean designados como Magistrados, así como a la 
carrera judicial, relativa al ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan 
a los Poderes Judiciales de los Estados. Si se aceptara el criterio de que esa 
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seguridad sólo la obtiene el Magistrado cuando adquiere la inamovilidad, se 
propiciaría el fenómeno contrario que vulneraría el texto constitucional, esto es, 
que nunca se reeligiera a nadie, con lo que ninguno sería inamovible, 
pudiéndose dar lugar exactamente a lo contrario de lo que se pretende, pues 
sería imposible alcanzar esa seguridad, poniéndose en peligro la 
independencia de los Poderes Judiciales de los Estados de la República. El 
principio de supremacía constitucional exige rechazar categóricamente 
interpretaciones opuestas al texto y al claro sentido de la Carta Fundamental. 
Este principio de seguridad en el cargo no tiene como objetivo fundamental la 
protección del funcionario judicial, sino salvaguardar la garantía social de que 
se cuente con un cuerpo de Magistrados y Jueces que por reunir con 
excelencia los atributos que la Constitución exige, hagan efectiva, 
cotidianamente, la garantía de justicia pronta, completa, imparcial y gratuita 
que consagra el artículo 17 de la Constitución Federal. No pasa inadvertido a 
esta Suprema Corte, que este criterio podría propiciar, en principio, que 
funcionarios sin la excelencia y sin la diligencia necesarias pudieran ser 
beneficiados con su aplicación, pero ello no sería consecuencia del criterio, 
sino de un inadecuado sistema de evaluación sobre su desempeño. En efecto, 
es lógico que la consecuencia del criterio que se sustenta en la Constitución, 
interpretada por esta Suprema Corte, exige un seguimiento constante de los 
funcionarios judiciales, a fin de que cuando cumplan con el término para el que 
fueron designados por primera vez, se pueda dictaminar, de manera fundada y 
motivada, si debe reelegírseles, de modo tal que si se tiene ese cuidado no se 
llegará a producir la reelección de una persona que no la merezca, y ello se 
podrá fundar y motivar suficientemente. 6o. Del criterio anterior se sigue que 
cuando esté por concluir el cargo de un Magistrado, debe evaluarse su 
actuación para determinar si acreditó, en su desempeño, cumplir 
adecuadamente con los atributos que la Constitución exige, lo que implica que 
tanto si se considera que no debe ser reelecto, por no haber satisfecho esos 
requisitos, como cuando se estime que sí se reunieron y que debe ser 
ratificado, deberá emitirse una resolución fundada y motivada por la autoridad 
facultada para hacer el nombramiento en que lo justifique, al constituir no sólo 
un derecho del Magistrado, sino principalmente, una garantía para la sociedad. 
 
PLENO 
 
Amparo en revisión 2021/99. José de Jesús Rentería Núñez. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot.  
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Amparo en revisión 2083/99. Yolanda Macías García. 11 de septiembre de 
2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan 
Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer 
Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2130/99. Jorge Magaña Tejeda. 11 de septiembre de 2000. 
Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan Díaz 
Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac 
Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2185/99. Enrique de Jesús Ocón Heredia. 11 de 
septiembre de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro 
y Castro y Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2195/99. Carlos Alberto Macías Becerril. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot.  
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy dos de octubre en curso, 
aprobó, con el número 107/2000, la tesis jurisprudencial que antecede. México, 
Distrito Federal, a dos de octubre de dos mil. 
 
 
Época: Novena Época 
Registro: 190976 
Instancia: PLENO 
Tipo Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Localización:  Tomo XII, Octubre de 2000 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 101/2000  
Pag. 32 
[J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XII, Octubre de 2000; Pág. 32 
 
PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS. MARCO JURÍDICO DE 
GARANTÍAS ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
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La interpretación relacionada del texto de este precepto de la Carta Magna y el 
proceso legislativo que le dio origen, surgido con motivo de la preocupación 
latente en el pueblo mexicano del perfeccionamiento de la impartición de 
justicia que plasmó directamente su voluntad en la consulta popular sobre 
administración de justicia emprendida en el año de mil novecientos ochenta y 
tres y que dio lugar a la aprobación de las reformas constitucionales en la 
materia que, en forma integral, sentaron los principios básicos de la 
administración de justicia en los Estados en las reformas de mil novecientos 
ochenta y siete, concomitantemente con la reforma del artículo 17 de la propia 
Ley Fundamental, permite concluir que una justicia completa debe garantizar 
en todo el ámbito nacional la independencia judicial al haberse incorporado 
estos postulados en el último precepto constitucional citado que consagra el 
derecho a la jurisdicción y en el diverso artículo 116, fracción III, de la propia 
Constitución Federal que establece que "La independencia de los Magistrados 
y Jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las 
Constituciones y las leyes orgánicas de los Estados". Ahora bien, como formas 
de garantizar esta independencia judicial en la administración de justicia local, 
se consagran como principios básicos a los que deben sujetarse las entidades 
federativas y los poderes en los que se divide el ejercicio del poder público, los 
siguientes: 1) La sujeción de la designación de Magistrados de los Tribunales 
Superiores de Justicia Locales a los requisitos constitucionales que garanticen 
la idoneidad de las personas que se nombren, al consignarse que los 
nombramientos de Magistrados y Jueces deberán hacerse preferentemente 
entre aquellas personas que hayan prestado sus servicios con eficiencia y 
probidad en la administración de justicia o que la merezcan por su 
honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la profesión 
jurídica y exigirse que los Magistrados satisfagan los requisitos que el artículo 
95 constitucional prevé para los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, lo que será responsabilidad de los órganos de gobierno que de 
acuerdo con la Constitución Estatal, a la que remite la Federal, participen en el 
proceso relativo a dicha designación; 2) La consagración de la carrera judicial 
al establecerse, por una parte, que las Constituciones y las leyes orgánicas de 
los Estados establecerán las condiciones para el ingreso, formación y 
permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados y, por 
la otra, la preferencia para el nombramiento de Magistrados y Jueces entre las 
personas que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la 
administración de justicia, lo que será responsabilidad de los Tribunales 
Superiores o Supremos Tribunales de Justicia de los Estados o, en su caso, de 
los Consejos de la Judicatura, cuando se hayan establecido; 3) La seguridad 
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económica de Jueces y Magistrados, al disponerse que percibirán una 
remuneración adecuada e irrenunciable que no podrá ser disminuida durante 
su encargo; 4) La estabilidad o seguridad en el ejercicio del cargo que se 
manifiesta en tres aspectos: a) La determinación en las Constituciones 
Locales, de manera general y objetiva, del tiempo de duración en el ejercicio 
del cargo de Magistrado, lo que significa que el funcionario judicial no podrá 
ser removido de manera arbitraria durante dicho periodo; b) La posibilidad de 
ratificación de los Magistrados al término del ejercicio conforme al periodo 
señalado en la Constitución Local respectiva, siempre y cuando demuestren 
suficientemente poseer los atributos que se les reconocieron al habérseles 
designado, así como que esa demostración se realizó a través del trabajo 
cotidiano, desahogado de manera pronta, completa e imparcial como 
expresión de diligencia, excelencia profesional y honestidad invulnerable. Esto 
implica la necesidad de que se emitan dictámenes de evaluación de su 
desempeño por los Poderes Judicial, Ejecutivo y Legislativo que concurren en 
la ratificación y vigilancia en el desempeño de la función, con motivo de la 
conclusión del periodo del ejercicio del cargo; y, c) La inamovilidad judicial para 
los Magistrados que hayan sido ratificados en sus puestos, que sólo podrán 
ser removidos "en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos de los Estados.". 
 
 
PLENO 
 
Amparo en revisión 2021/99. José de Jesús Rentería Núñez. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2083/99. Yolanda Macías García. 11 de septiembre de 
2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan 
Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer 
Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2130/99. Jorge Magaña Tejeda. 11 de septiembre de 2000. 
Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan Díaz 
Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac 
Gregor Poisot.  
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Amparo en revisión 2185/99. Enrique de Jesús Ocón Heredia. 11 de 
septiembre de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro 
y Castro y Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2195/99. Carlos Alberto Macías Becerril. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot.  
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de 
septiembre en curso, aprobó, con el número 101/2000, la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de septiembre de dos mil. 
 
Época: Novena Época  
Registro: 190972  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XII, Octubre de 2000  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 105/2000  
Página: 14  
 
MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS. LA 
SEGURIDAD O ESTABILIDAD EN EL EJERCICIO DEL CARGO LA 
OBTIENEN DESDE EL INICIO DE SU DESEMPEÑO Y NO HASTA QUE SE 
LOGRA LA INAMOVILIDAD JUDICIAL, AUNQUE CON LA CONDICIÓN DE 
QUE SE LLEGUEN A DISTINGUIR POR SU DILIGENCIA, EXCELENCIA 
PROFESIONAL Y HONESTIDAD INVULNERABLE. 
 
El principio de división de poderes que impone la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos a los Estados, en el primer párrafo del artículo 116, 
y el de seguridad o estabilidad en el ejercicio del cargo de los Magistrados del 
Poder Judicial, establecido en su fracción III, como forma de garantizar la 
independencia judicial, se obtiene desde que se inicia su desempeño y no 
hasta que se logra la inamovilidad judicial mediante la ratificación, una vez que 
ha concluido el tiempo de duración del mismo, previsto en la Constitución Local 
correspondiente, pues la disposición relativa a que las Constituciones Locales 
deberán establecer el tiempo en que los Magistrados durarán en el ejercicio de 
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su encargo, aunado a la posibilidad de ratificación y a los requisitos de 
honorabilidad, competencia y antecedentes de quienes sean designados como 
Magistrados, así como el principio de carrera judicial, consagrado en la propia 
fracción, relativo al ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los 
Poderes Judiciales de los Estados, permite establecer que el ejercicio en el 
cargo de que se trata no concluye con el solo transcurso del tiempo previsto en 
las Constituciones Locales para su duración, ante el derecho a la ratificación, 
puesto que si en el caso concreto el servidor judicial ha demostrado cumplir 
con su responsabilidad actuando permanentemente con diligencia, excelencia 
profesional y honestidad invulnerable debe ser ratificado no sólo porque desde 
su designación había adquirido ese derecho condicionado, sino por el interés 
de la sociedad de contar con Magistrados de experiencia, honorabilidad y 
competencia, así como independientes de la voluntad de los gobernantes y 
dependientes sólo de la ley, lo que de modo fundamental tiende a salvaguardar 
el artículo constitucional que se interpreta. Además, considerar que la 
seguridad y estabilidad en el cargo se obtienen hasta que se logra la 
inamovilidad judicial sería contradecir la garantía de independencia judicial 
consagrada en el artículo 17 constitucional como una de las principales 
garantías de jurisdicción, ya que se propiciaría el fenómeno contrario a la 
seguridad y permanencia en el cargo que se busca, pues se entendería, 
indebidamente, que la ratificación de Magistrados es una facultad discrecional 
del órgano u órganos de gobierno previstos por las Constituciones Locales 
para ejercerla, propiciándose la actuación arbitraria de nunca reelegir o ratificar 
Magistrados, con lo que se burlaría lo dispuesto en la norma constitucional, 
pues no habría Magistrados inamovibles y, por lo mismo, absolutamente 
independientes de la persona o personas que intervinieron en su designación, 
lo que llevaría también al doble riesgo de que los más altos servidores de los 
Poderes Judiciales Locales conservaran vínculos opuestos a la autonomía e 
independencia que deben caracterizarlos, salvaguardando la situación de 
desempleo que lógicamente tendrían que afrontar, así como que 
independientemente de reunir o no los requisitos de excelencia aludidos, 
buscaran la ratificación que, en cierto sentido se consideraría un favor con el 
grave peligro de disminuir o aniquilar la referida independencia. Con ello, el 
propósito del Constituyente Permanente se habría burlado con la consecuencia 
lógica de que los gobernados no llegarían a tener confianza en el sistema de 
impartición de justicia local. Además, si los órganos encargados, conforme a la 
Constitución Local, fueron los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la entidad, 
lejos de salvaguardarse la división y equilibrio de poderes se disminuiría al 
Poder Judicial, al someterlo, a través de ese sofisticado sistema. 
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Amparo en revisión 2021/99. José de Jesús Rentería Núñez. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2083/99. Yolanda Macías García. 11 de septiembre de 
2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan 
Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer 
Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2130/99. Jorge Magaña Tejeda. 11 de septiembre de 2000. 
Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan Díaz 
Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac 
Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2185/99. Enrique de Jesús Ocón Heredia. 11 de 
septiembre de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro 
y Castro y Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2195/99. Carlos Alberto Macías Becerril. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de 
septiembre en curso, aprobó, con el número 105/2000, la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de septiembre de dos mil. 
 
 
Época: Novena Época  
Registro: 190974  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XII, Octubre de 2000  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 103/2000  
Página: 11  
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MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS. 
BASES A LAS QUE SE ENCUENTRA SUJETO EL PRINCIPIO DE 
RATIFICACIÓN DE AQUÉLLOS CONFORME A LO DISPUESTO EN EL 
ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
La posibilidad de ratificación de los Magistrados de los Tribunales Superiores 
de Justicia de los Estados consagrada en el artículo 116, fracción III, penúltimo 
párrafo, de la Constitución Federal, como condición para obtener la 
inamovilidad judicial, debe entenderse referida a la actuación del funcionario 
judicial y no así a la sola voluntad del órgano u órganos a los que las 
Constituciones Locales otorgan la atribución de decidir sobre tal ratificación, en 
tanto este principio ha sido establecido como una de las formas de garantizar 
la independencia y autonomía judicial, no sólo como un derecho de tales 
servidores públicos sino, principalmente, como una garantía de la sociedad de 
contar con servidores idóneos que aseguren una impartición de justicia pronta, 
completa e imparcial en los términos señalados en el artículo 17 constitucional. 
En consecuencia, tal posibilidad se encuentra sujeta a lo siguiente: 1) A la 
premisa básica de que el cargo de Magistrado no concluye por el solo 
transcurso del tiempo previsto en las Constituciones Locales para la duración 
del mismo; 2) A la condición relativa de que el funcionario judicial de que se 
trate haya cumplido el plazo del cargo establecido en las Constituciones 
Locales; y 3) A un acto administrativo de orden público de evaluación de la 
actuación de los Magistrados, que se concreta en la emisión de dictámenes 
escritos en los que se precisen las causas por las que se considera que 
aquéllos deben o no ser ratificados, antes de que concluya el periodo de 
duración del cargo, para no afectar la continuidad en el funcionamiento normal 
del órgano jurisdiccional y, preferentemente, aplicando reglas fijadas de 
antemano y que sean del conocimiento público para garantizar que la 
calificación realizada atienda a criterios objetivos, lo que implica un examen 
minucioso del desempeño que se haya tenido y, por tanto, un seguimiento de 
la actuación del Magistrado relativo que conste en el expediente que haya sido 
abierto con su designación y que se encuentre apoyado con pruebas que 
permitan constatar la correcta evaluación de su desempeño en la carrera 
judicial y su comprobación mediante los medios idóneos para ello, como puede 
serlo la consulta popular, en tanto los requisitos exigidos para la designación, 
como son la buena reputación y la buena fama en el concepto público tienen 
plena vigencia para el acto de ratificación y significa la exigencia de que el 
dictamen que concluya con la ratificación, debe basarse no sólo en la ausencia 
de conductas negativas por parte del funcionario judicial cuya actuación se 
evalúe, sino en la alta capacidad y honorabilidad que lo califiquen como la 
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persona de excelencia para seguir ocupando el cargo, dictamen que debe ser 
emitido siempre, ya sea que se concluya en la ratificación o no del Magistrado, 
ante el interés de la sociedad de conocer a ciencia cierta, por conducto del 
órgano u órganos correspondientes, la actuación ética y profesional de los 
funcionarios judiciales relativos. 
 
Amparo en revisión 2021/99. José de Jesús Rentería Núñez. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2083/99. Yolanda Macías García. 11 de septiembre de 
2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan 
Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer 
Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2130/99. Jorge Magaña Tejeda. 11 de septiembre de 2000. 
Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan Díaz 
Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac 
Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2185/99. Enrique de Jesús Ocón Heredia. 11 de 
septiembre de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro 
y Castro y Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2195/99. Carlos Alberto Macías Becerril. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de 
septiembre en curso, aprobó, con el número 103/2000, la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de septiembre de dos mil. 
 
 
 
 Época: Novena Época  
Registro: 190971  
Instancia: Pleno  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XII, Octubre de 2000  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 106/2000  
Página: 8  
 
INAMOVILIDAD JUDICIAL. NO SÓLO CONSTITUYE UN DERECHO DE 
SEGURIDAD O ESTABILIDAD DE LOS MAGISTRADOS DE LOS PODERES 
JUDICIALES LOCALES QUE HAYAN SIDO RATIFICADOS EN SU CARGO 
SINO, PRINCIPALMENTE, UNA GARANTÍA A LA SOCIEDAD DE CONTAR 
CON SERVIDORES IDÓNEOS. 
 
La inamovilidad judicial, como uno de los aspectos del principio de seguridad o 
estabilidad en el ejercicio del cargo de Magistrados de los Poderes Judiciales 
Locales, consagrado en el artículo 116, fracción III, de la Carta Magna, se 
obtiene una vez que se han satisfecho dos condiciones: a) el ejercicio del 
cargo durante el tiempo señalado en la Constitución Local respectiva y b) la 
ratificación en el cargo, que supone que el dictamen de evaluación en la 
función arrojó como conclusión que se trata de la persona idónea para 
desempeñarlo. La inamovilidad así adquirida y que supone que los 
Magistrados que la han obtenido "sólo podrán ser privados de sus puestos en 
los términos que determinen las Constituciones y Leyes de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos de los Estados", constituye no sólo un derecho del 
funcionario, pues no tiene como objetivo fundamental su protección, sino, 
principalmente, una garantía de la sociedad de contar con Magistrados 
independientes y de excelencia que realmente hagan efectivos los principios 
que en materia de administración de justicia consagra nuestra Carta Magna, 
garantía que no puede ponerse en tela de juicio bajo el planteamiento de que 
pudieran resultar beneficiados funcionarios sin la excelencia y diligencia 
necesarias, pues ello no sería consecuencia del principio de inamovilidad 
judicial sino de un inadecuado sistema de evaluación sobre su desempeño que 
incorrectamente haya llevado a su ratificación. De ahí la importancia del 
seguimiento de la actuación de los Magistrados que en el desempeño de su 
cargo reviste y de que el acto de ratificación se base en una correcta 
evaluación, debiéndose tener presente, además, que la inamovilidad judicial no 
es garantía de impunidad, ni tiene por qué propiciar que una vez que se 
obtenga se deje de actuar con la excelencia profesional, honestidad 
invulnerable y diligencia que el desempeño del cargo exige, en tanto esta 
garantía tiene sus límites propios, ya que implica no sólo sujeción a la ley, sino 
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también la responsabilidad del juzgador por sus actos frente a la ley, de lo que 
deriva que en la legislación local deben establecerse adecuados sistemas de 
vigilancia de la conducta de los Magistrados y de responsabilidades tanto 
administrativas como penales, pues el ejercicio del cargo exige que los 
requisitos constitucionalmente establecidos para las personas que lo ocupen 
no sólo se cumplan al momento de su designación y ratificación, sino que 
deben darse de forma continua y permanente, prevaleciendo mientras se 
desempeñen en el cargo. 
 
Amparo en revisión 2021/99. José de Jesús Rentería Núñez. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2083/99. Yolanda Macías García. 11 de septiembre de 
2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan 
Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer 
Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2130/99. Jorge Magaña Tejeda. 11 de septiembre de 2000. 
Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan Díaz 
Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac 
Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2185/99. Enrique de Jesús Ocón Heredia. 11 de 
septiembre de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro 
y Castro y Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
Amparo en revisión 2195/99. Carlos Alberto Macías Becerril. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot. 
 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy dos de octubre en curso, 
aprobó, con el número 106/2000, la tesis jurisprudencial que antecede. México, 
Distrito Federal, a dos de octubre de dos mil. 
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 Época: Novena Época  
Registro: 164705  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXXI, Abril de 2010  
Materia(s): Constitucional, Administrativa  
Tesis: P. XXXII/2010  
Página: 10  
 
RATIFICACIÓN DE FUNCIONARIOS JUDICIALES DE LA FEDERACIÓN. EN 
LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA, EL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL DEBE ANALIZAR SU DESEMPEÑO EN EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN LA CARRERA 
JUDICIAL. 
 
Acorde con el artículo 121 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, para la ratificación de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito 
a que se refiere el primer párrafo del artículo 97 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el Consejo de la Judicatura Federal tomará en 
consideración, entre otros elementos, su desempeño en el ejercicio de su 
función, lo que implica tomar en cuenta cualquier elemento que, estando a su 
alcance, arroje información acerca de si el funcionario judicial que aspira a la 
ratificación satisface o no el perfil exigido por los principios constitucionales de 
la carrera judicial, cuyo objetivo principal inmediato no es la protección 
personal del funcionario judicial, sino la salvaguarda de una garantía social a 
través de la cual se reúna un cuerpo de Magistrados y Jueces que, por gozar 
de los atributos exigidos por la Constitución, logren la efectividad de los 
derechos fundamentales de justicia pronta, completa, imparcial y gratuita. 
Ahora bien, el séptimo párrafo del artículo 100 constitucional, al establecer los 
principios rectores de la carrera judicial -excelencia, objetividad, imparcialidad, 
profesionalismo e independencia-, tiene como propósito que el Consejo de la 
Judicatura Federal los utilice como criterios de evaluación que le permitan 
determinar quiénes pueden acceder al cargo y quiénes pueden permanecer en 
él, de manera que la exigencia constitucional de que tales requisitos sean 
satisfechos no se agota al nombrar al juzgador, pues éste, como cualquier 
servidor del Estado, está constantemente sometido a escrutinio; sus 
actuaciones se justifican sólo en la medida en que sirven a los bienes de la 
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colectividad, y sus garantías (como la de inamovilidad en el cargo) únicamente 
se justifican si, de igual forma, están al servicio y procuración de tales bienes, 
aunado a que la garantía de permanencia en el cargo no tiene otro fin que 
asegurar que los servidores judiciales que se apegan a los principios de la 
carrera judicial continúen impartiendo justicia. En ese tenor, si el Consejo de la 
Judicatura Federal advierte que un hecho determinado -atribuible al juzgador 
que aspira a ser ratificado- viola la correcta impartición de justicia y aún así lo 
ratifica, incurre en la violación de las garantías de los ciudadanos a acceder a 
una adecuada impartición de justicia. De esta manera, el Consejo no debe 
soslayar aspectos que informan acerca de las posibilidades de satisfacción del 
perfil que todo juzgador debe reunir; en otras palabras, dicho órgano debe 
tomar en cuenta cualquier hecho indicativo de que el servidor judicial que 
aspira a la ratificación se ha distanciado de los principios que deben regir su 
actuar. 
 
Revisión administrativa 33/2009. 8 de febrero de 2010. Unanimidad de ocho 
votos. Ausentes: Luis María Aguilar Morales y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Impedida: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
 
El Tribunal Pleno, el doce de abril en curso, aprobó, con el número XXXII/2010, 
la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a doce de abril de dos 
mil diez. 
 
 
 
 Época: Novena Época  
Registro: 175818  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXIII, Febrero de 2006  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 22/2006  
Página: 1535  
 
RATIFICACIÓN O REELECCIÓN DE FUNCIONARIOS JUDICIALES 
(MAGISTRADOS DE TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA LOCALES, 
ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL). 
CARACTERÍSTICAS Y NOTAS BÁSICAS. 
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La ratificación es una institución jurídica mediante la cual se confirma a un 
juzgador, previa evaluación objetiva de su actuación en el cargo que venía 
desempeñando para determinar si continuará en el mismo o no. Surge en 
función directa de la actuación del funcionario judicial durante el tiempo de su 
encargo, siempre y cuando haya demostrado que en el desempeño de éste, 
actuó permanentemente con diligencia, excelencia profesional y honestidad 
invulnerable, de manera que puede caracterizarse como un derecho a favor del 
funcionario judicial que se traduce en que se tome en cuenta el tiempo ejercido 
como juzgador y en conocer el resultado obtenido en su evaluación. No 
depende de la voluntad discrecional de los órganos a quienes se encomienda, 
sino del ejercicio responsable de una evaluación objetiva que implique el 
respeto a los principios de independencia y autonomía jurisdiccionales. 
Mantiene una dualidad de caracteres en tanto es, al mismo tiempo, un derecho 
del servidor jurisdiccional y una garantía que opere a favor de la sociedad ya 
que ésta tiene derecho a contar con juzgadores idóneos que aseguren una 
impartición de justicia pronta, completa, gratuita e imparcial. No se produce de 
manera automática, pues para que tenga lugar, y en tanto surge con motivo del 
desempeño que ha tenido un servidor jurisdiccional en el lapso de tiempo que 
dure su mandato, es necesario realizar una evaluación, en la que el órgano y 
órganos competentes o facultados para decidir sobre ésta, se encuentran 
obligados a llevar un seguimiento de la actuación del funcionario en el 
desempeño de su cargo para poder evaluar y determinar su idoneidad para 
permanecer o no en el cargo de Magistrado, lo que lo llevará a que sea o no 
ratificado. Esto último debe estar avalado mediante las pruebas relativas que 
comprueben el correcto uso, por parte de los órganos de poder a quienes se 
les otorgue la facultad de decidir sobre la ratificación, de tal atribución, para así 
comprobar que el ejercicio de dicha facultad no fue de manera arbitraria. La 
evaluación sobre la ratificación o reelección a que tiene derecho el juzgador y 
respecto de la cual la sociedad está interesada, es un acto administrativo de 
orden público de naturaleza imperativa, que se concreta con la emisión de 
dictámenes escritos, en los cuales el órgano u órganos que tienen la atribución 
de decidir sobre la ratificación o no en el cargo de los Magistrados, precisen de 
manera debidamente fundada y motivada las razones sustantivas, objetivas y 
razonables de su determinación, y su justificación es el interés que tiene la 
sociedad en conocer la actuación ética y profesional de los funcionarios 
judiciales que tienen a su cargo la impartición de justicia. Así entonces, el 
cargo de Magistrado no concluye por el solo transcurso del tiempo previsto en 
las Constituciones Locales relativas para la duración del cargo, pues ello 
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atentaría contra el principio de seguridad y estabilidad en la duración del cargo 
que se consagra como una de las formas de garantizar la independencia y 
autonomía judicial al impedirse que continúen en el ejercicio del cargo de 
funcionarios judiciales idóneos. También se contrariaría el principio de carrera 
judicial establecido en la Constitución Federal, en el que una de sus 
características es la permanencia de los funcionarios en los cargos como 
presupuesto de una eficaz administración de justicia. Estas son las 
características y notas básicas de la ratificación o reelección de los 
funcionarios judiciales, en concreto, de los Magistrados que integran los 
Poderes Judiciales Locales. 
 
Controversia constitucional 4/2005. Poder Judicial del Estado de Tlaxcala. 13 
de octubre de 2005. Unanimidad de diez votos. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Laura Patricia 
Rojas Zamudio. 
 
El Tribunal Pleno, el tres de enero en curso, aprobó, con el número 22/2006, la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de enero de 
dos mil seis. 
 
 
 
 Época: Novena Época  
Registro: 175819  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
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Tesis: P./J. 24/2006  
Página: 1534  
 
RATIFICACIÓN O REELECCIÓN DE FUNCIONARIOS JUDICIALES 
LOCALES. SU FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. 
 
Las garantías constitucionales de fundamentación y motivación, tratándose de 
los actos de las autoridades encargadas de emitir los dictámenes de 
ratificación de Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de los 
Estados, deben surtirse de la siguiente manera: 1. Debe existir una norma 
legal que otorgue a dicha autoridad la facultad de actuar en determinado 



 

38 
 

sentido, es decir, debe respetarse la delimitación constitucional y legal de la 
esfera competencial de las autoridades. 2. La referida autoridad debe 
desplegar su actuación como lo establezca la ley, y en caso de que no exista 
disposición alguna en ese sentido, podrá determinarse por aquélla, pero 
siempre en pleno respeto al artículo 116, fracción III, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 3. Deben existir los antecedentes fácticos o 
circunstancias de hecho que permitan colegir que procedía que las autoridades 
emisoras del acto actuaran en ese sentido, es decir, que se den los supuestos 
de hecho necesarios para activar el ejercicio de esas competencias. 4. En la 
emisión del acto deben explicarse sustantiva y expresamente, así como de una 
manera objetiva y razonable, los motivos por los que la autoridad emisora 
determinó la ratificación o no ratificación de los funcionarios judiciales 
correspondientes y, además, deberá realizarse en forma personalizada e 
individualizada, refiriéndose a la actuación en el desempeño del cargo de cada 
uno de ellos, es decir, debe existir una motivación reforzada de los actos de 
autoridad. 5. La emisión del dictamen de ratificación o no ratificación es 
obligatoria y deberá realizarse por escrito, con la finalidad de que tanto el 
funcionario judicial que se encuentre en el supuesto, como la sociedad, tengan 
pleno conocimiento respecto de los motivos por los que la autoridad 
competente determinó ratificar o no a dicho funcionario judicial, por tanto, la 
decisión correspondiente debe hacerse del conocimiento del funcionario, 
mediante notificación personal, y de la sociedad en general, mediante su 
publicación en el Periódico Oficial de la entidad. 
 
Controversia constitucional 4/2005. Poder Judicial del Estado de Tlaxcala. 13 
de octubre de 2005. Unanimidad de diez votos. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Laura Patricia 
Rojas Zamudio. 
 
El Tribunal Pleno, el tres de enero en curso, aprobó, con el número 24/2006, la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de enero de 
dos mil seis. 
 
 
 Época: Novena Época  
Registro: 175897  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXIII, Febrero de 2006  
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Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 21/2006  
Página: 1447  
 
MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES. ALCANCE 
DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE RATIFICACIÓN O REELECCIÓN A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, PENÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
 
El citado precepto constitucional establece como regla expresa para todos los 
Poderes Judiciales Locales la posibilidad de reelección o ratificación de los 
Magistrados que los integran, como un principio imperativo que debe 
garantizarse tanto en las Constituciones Locales como en las leyes 
secundarias estatales. Así, la expresión "podrán ser reelectos", no significa que 
dicha reelección sea obligatoria, y que deba entenderse que "tendrán que ser 
reelectos", sino únicamente que dichos funcionarios judiciales cuentan con esa 
garantía para efecto de que al momento de terminar el periodo de su cargo, 
puedan ser evaluados por las autoridades competentes, y en caso de haber 
demostrado que durante el desempeño de su cargo lo realizaron con 
honorabilidad, excelencia, honestidad y diligencia, puedan ser ratificados. Lo 
anterior, además de ser una garantía a favor de los funcionarios judiciales que 
se encuentren en el supuesto, se traduce en una garantía que opera a favor de 
la sociedad, pues ésta tiene derecho a contar con Magistrados capaces e 
idóneos que cumplan con la garantía constitucional de acceso a la justicia de 
los gobernados. 
 
Controversia constitucional 4/2005. Poder Judicial del Estado de Tlaxcala. 13 
de octubre de 2005. Unanimidad de diez votos. Ausente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Laura Patricia 
Rojas Zamudio. 
 
El Tribunal Pleno, el tres de enero en curso, aprobó, con el número 21/2006, la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a tres de enero de 
dos mil seis. 
 
 Época: Novena Época  
Registro: 165514  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXXI, Enero de 2010  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: 2a. CLVI/2009  
Página: 325  
 
MAGISTRADOS DE LOS TRIBUNALES ELECTORALES AUTÓNOMOS. 
LES SON APLICABLES LAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES DE 
REELECCIÓN O RATIFICACIÓN PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 116, 
FRACCIÓN III, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 
 
El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sustentado que los Magistrados de los Poderes Judiciales Locales cuentan, 
entre otras, con las garantías constitucionales de ratificación y reelección, 
consistentes en que al terminar el periodo de su cargo, el órgano competente 
emita una resolución sobre la procedencia o no de dichas prerrogativas, 
acorde con una evaluación jurídica y objetiva de su desempeño, la cual debe 
hacerse extensiva a los Magistrados de los Tribunales Electorales autónomos 
dentro de los órdenes jurídicos locales, pues no existe justificación alguna que 
lleve a establecer que los Magistrados que resuelvan temas electorales deban 
contar con menores garantías de permanencia que aquellos que resuelven 
casos judiciales en materia penal, civil, familiar, laboral y administrativa, por lo 
que les son aplicables las garantías constitucionales de reelección o 
ratificación previstas en el artículo 116, fracción III, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 104/2008. Germán Gabriel Alejandro López Brun. 28 de 
octubre de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretarios: Paula 
María García Villegas y Fernando Silva García. 
 
 Época: Novena Época  
Registro: 170459  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXVII, Enero de 2008  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 98/2007  
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Página: 2674  
 
RATIFICACIÓN DE MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA DEL ESTADO DE GUERRERO. EL TITULAR DEL PODER 
EJECUTIVO DE LA ENTIDAD TIENE FACULTADES PARA RECABAR LOS 
DOCUMENTOS NECESARIOS TENDENTES A EVALUAR LA ACTUACIÓN 
DE ESOS FUNCIONARIOS JUDICIALES. 
 
El sistema de nombramiento de Magistrados del Poder Judicial del Estado de 
Guerrero está diseñado como un acto de colaboración de poderes, en el cual 
el Gobernador de la entidad formula nombramientos, mismos que deberán ser 
sometidos a la aprobación del Congreso, bajo un procedimiento regulado de 
manera detallada. Por lo que hace a la ratificación, si bien no se encuentra 
expresamente regulado el procedimiento a seguir, al ser una de las formas de 
integración del Tribunal Superior de Justicia, es evidente que también en ella 
deben intervenir ambos Poderes. Ahora, no obstante que en las disposiciones 
aplicables no se desarrolle la forma en que debe ejercer su atribución el 
Gobernador del Estado, el Pleno de esta Suprema Corte ha sostenido que la 
evaluación sobre la ratificación constituye un acto administrativo de orden 
público de naturaleza imperativa que se concreta en la emisión de un dictamen 
que debe constar por escrito, respecto de los cuales, en la tesis de 
jurisprudencia P./J. 24/2006 de rubro "RATIFICACIÓN O REELECCIÓN DE 
FUNCIONARIOS JUDICIALES LOCALES. SU FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN." estableció parámetros de motivación, consistentes en que de 
manera fundada y motivada deben precisarse las razones sustantivas, 
objetivas y razonables de la determinación que en ellos se contenga. Por tanto, 
toda vez que dentro del sistema de nombramiento y ratificación de Magistrados 
del Poder Judicial, el Gobernador tiene la atribución de ratificar a los 
Magistrados del Poder Judicial, y para la emisión del dictamen correspondiente 
es necesario atender a criterios objetivos, lo que se traduce en el examen 
minucioso del desempeño que haya tenido el Magistrado, el cual debe 
encontrarse apoyado con pruebas que permitan constatar la correcta 
evaluación de su desempeño en la carrera judicial, la actuación del 
Gobernador del Estado al solicitar diversas documentales para dar seguimiento 
al desempeño de dichos funcionarios judiciales y emitir el acuerdo por el que 
comisiona a la Consejería Jurídica que procediera a revisar y recibir los 
"documentos, expedientes y constancias" que aquél solicite para tal efecto, no 
implica una violación a la independencia y autonomía del Poder Judicial, sino 
que constituye un medio por virtud del cual el Titular del Poder Ejecutivo puede 
reunir los datos objetivos para dar cabal cumplimiento a su obligación 
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constitucional de motivación, aunado a que dicha atribución está constreñida a 
la emisión del Dictamen evaluatorio que será sometido al Congreso del Estado, 
por lo que una vez que un Magistrado ha sido ratificado, se agota la facultad 
del Gobernador de investigar y evaluar el desempeño de los servidores 
públicos de referencia. 
 
Controversia constitucional 45/2006. Poder Judicial del Estado de Guerrero. 24 
de octubre de 2006. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: Mariano Azuela 
Güitrón, Juan Díaz Romero y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Genaro 
David Góngora Pimentel. Secretarios: Makawi Staines Díaz y Marat Paredes 
Montiel. 
 
El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó, con el número 
98/2007, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a 
quince de octubre de dos mil siete. 
 
Nota: La tesis P./J. 24/2006 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, 
página 1534. 
 
Época: Décima Época 
Registro: 2001372 
Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO 
AUXILIAR DE LA CUARTA REGION  
Tipo Tesis: Tesis Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Localización:  Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: VII.2o.(IV Región) 2 A (10a.) 
Pag. 1805 
[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 
2; Pág. 1805 
 
MAGISTRADOS SUPERNUMERARIOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA DEL ESTADO DE TLAXCALA. LOS DERECHOS QUE 
ADQUIRIERON CONFORME A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 
DE ESA ENTIDAD, VIGENTE EN LA FECHA EN QUE FUERON 
DESIGNADOS, DEBEN RECONOCERSE CUANDO TERMINAN SU 
ENCARGO. 
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El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar la 
fracción III del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con las diferentes tesis que al respecto ha sustentado 
el propio Máximo Tribunal enunció diversos criterios sobre la situación jurídica 
de los Poderes Judiciales locales, que constituyen el marco que la Constitución 
Federal establece a los Poderes Ejecutivo y Judicial de los Estados miembros 
de la Federación, en cuanto a la participación que les corresponde en la 
integración de aquéllos, entre los cuales destaca el relativo a que la seguridad 
en el cargo de los Magistrados de los Tribunales Supremos de Justicia o 
Tribunales Superiores de Justicia no se obtiene hasta que adquieren la 
inamovilidad, sino desde que inicia el ejercicio de su encargo. Lo anterior se 
señaló en la jurisprudencia P./J. 107/2000, consultable en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, octubre de 
2000, página 30, de rubro: "PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS. 
CRITERIOS QUE LA SUPREMA CORTE HA ESTABLECIDO SOBRE SU 
SITUACIÓN, CONFORME A LA INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN III 
DEL ARTÍCULO 116 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.". Con base en tal 
criterio, si un Magistrado supernumerario del Tribunal Superior de Justicia del 
Estado de Tlaxcala, al momento en que se designó e inició su encargo la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de esa entidad federativa no hacía distinción entre 
Magistrados propietarios y supernumerarios, en lo relativo a la duración en el 
puesto ni en cuanto al derecho a la ratificación una vez concluido el plazo 
respectivo, es inconcuso que adquirió el derecho de ejercer su función en la 
forma y términos establecidos en la ley vigente al momento en que se expidió 
su nombramiento, sin que ello implique la aplicación ultractiva de este 
ordenamiento, pues únicamente se reconocen los derechos que adquirió 
conforme a tal legislación, a pesar de que rija una distinta en el momento en 
que concluya su encargo. Una interpretación contraria atentaría no sólo contra 
el principio de seguridad en éste, que como garantía judicial estableció la 
Suprema Corte en la jurisprudencia citada, sino también contra la garantía de 
irretroactividad en la aplicación de la ley. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR 
DE LA CUARTA REGION 
 
Amparo en revisión 38/2011. Magistrado Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Tlaxcala y de la Comisión de Gobierno Interno y 
Administración del Poder Judicial del citado Estado. 23 de febrero de 2012. 
Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Fernando Hernández Bautista. 
Secretario: Andrés Rossell Martínez. 
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Época: Novena Época 
Registro: 190967 
Instancia: PLENO 
TipoTesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Localización:  Tomo XII, Octubre de 2000 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 110/2000  
Pag. 20 
[J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XII, Octubre de 2000; Pág. 20 
 
MAGISTRADOS DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO 
DE COLIMA. LA APROBACIÓN TÁCITA DE SUS NOMBRAMIENTOS POR 
EL CONGRESO LOCAL, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 70 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE DICHA ENTIDAD, NO IMPIDE ESTABLECER, COMO 
REGLA GENERAL, QUE PREVIAMENTE A LA CONCLUSIÓN DEL CARGO, 
DEBE EMITIRSE UN DICTAMEN DE EVALUACIÓN QUE FUNDE Y MOTIVE 
LA DECISIÓN DE RATIFICACIÓN O DE NEGATIVA. 
 
La posibilidad de aprobación tácita por parte del Congreso del Estado de 
Colima de los nombramientos de Magistrados del citado tribunal propuestos 
por el gobernador, prevista en el artículo 70 de la Constitución Política de dicha 
entidad al consignar que si el Congreso no resolviera dentro del improrrogable 
término de diez días se tendrán por aprobados aquéllos, tiene por finalidad el 
no dejar indefinidamente abierto el uso de esta facultad, ante el interés social 
que reviste la debida integración del máximo órgano del Poder Judicial del 
Estado. Sin embargo, esta aprobación tácita de nombramiento constituye una 
previsión excepcional ante la situación anormal que puede presentarse, ya sea 
porque el Congreso del Estado no haya procedido al análisis de las propuestas 
de nombramiento hechas por el gobernador en el término señalado o porque 
haya existido un empate en la votación que lleve a una falta de resolución del 
referido órgano legislativo al respecto, lo que desde luego supone que en esta 
hipótesis dicho órgano no realizará un dictamen de evaluación de la persona 
propuesta para ocupar el cargo de Magistrado, pero no impide establecer que, 
fuera de este caso de excepción, la regla general es que tratándose de la 
designación de nuevos Magistrados debe emitirse un dictamen de calificación 
de la satisfacción a plenitud de los requisitos constitucionalmente exigidos para 
ocupar el cargo y, en el caso de ratificación de Magistrados, previamente a la 
conclusión del periodo de duración de su cargo, debe emitirse un dictamen de 
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evaluación de su desempeño en el ejercicio de la función judicial que funde y 
motive la decisión de ratificarlo en el ejercicio o la negativa a ello. Además, 
conforme a la lógica del sistema el gobernador debe cumplir su 
responsabilidad de designar a los Magistrados del Poder Judicial cuidando 
escrupulosamente que recaigan los nombramientos en personas que reúnan 
con suficiencia los requisitos que la Constitución exige, así como la de aportar 
al Congreso la documentación que lo acredite en forma indubitable, 
independientemente de que este cuerpo legislativo realice las investigaciones 
pertinentes, incluso, invitando a la comunidad a que presente objeciones, si las 
tiene respecto de alguno, algunos o todos los nombrados. 
 
PLENO 
 
Amparo en revisión 2021/99. José de Jesús Rentería Núñez. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2083/99. Yolanda Macías García. 11 de septiembre de 
2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan 
Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer 
Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2130/99. Jorge Magaña Tejeda. 11 de septiembre de 2000. 
Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Juan Díaz 
Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac 
Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2185/99. Enrique de Jesús Ocón Heredia. 11 de 
septiembre de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro 
y Castro y Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: 
Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot.  
 
Amparo en revisión 2195/99. Carlos Alberto Macías Becerril. 11 de septiembre 
de 2000. Mayoría de nueve votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y 
Juan Díaz Romero. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Lourdes 
Ferrer Mac Gregor Poisot.  
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El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy dos de octubre en curso, 
aprobó, con el número 110/2000, la tesis jurisprudencial que antecede. México, 
Distrito Federal, a dos de octubre de dos mil. 
 
 
En ese contexto cabe citar a continuación las siguientes tesis jurisprudenciales, 

relativas a la ratificación y renovación de los Magistrados emitidas por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 
Época: Novena Época  
Registro: 167450  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXIX, Abril de 2009  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: 2a. XXXIX/2009  
Página: 1651  
 
 
MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES. SUS 
DEBERES DURANTE LOS PROCEDIMIENTOS DE RATIFICACIÓN Y 
RENOVACIÓN A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN 
III, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 
 
El citado precepto establece como regla expresa para todos los 
Poderes Judiciales Locales la posibilidad de reelección o ratificación de 
los Magistrados que los integran, como un principio imperativo que debe 
armonizarse con el diverso que exige la renovación de esos órganos, 
pues desde el punto de vista constitucional debe favorecerse tanto la 
estabilidad como la rotación en dichos cargos, ya que con ello se evita 
la concentración de poder y se favorece la división de potestades. De 
ello deriva que la estabilidad de los indicados juzgadores, como otros 
derechos consagrados por la Constitución, debe ejercerse conforme a 
las leyes que la reglamentan y en armonía con los demás derechos 
fundamentales y atribuciones estatales establecidos con igualdad de 
jerarquía por la Norma Suprema; de ahí que tienen la obligación de no 
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entorpecer los procedimientos de ratificación y renovación y, por 
consiguiente, deben actuar diligentemente durante ellos, como un deber 
constitucional de honestidad invulnerable, excelencia, profesionalismo y 
organización, a fin de preservar la garantía de los gobernados a una 
administración de justicia efectiva. Además, el procedimiento de 
ratificación y renovación de los Magistrados locales exige un equilibrio 
entre los poderes de las entidades federativas involucrados (Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial), tendente a evitar el abuso de uno de ellos en el 
procedimiento, capaz de producir una distorsión en el sistema de 
competencias previsto constitucionalmente para esa ratificación o 
renovación, y como consecuencia de ello, una afectación a las 
prerrogativas de los justiciables, en tanto tienen derecho a contar con 
juzgadores idóneos que aseguren una impartición de justicia pronta, 
completa, gratuita e imparcial. 
 
Controversia constitucional 99/2008. Poder Legislativo del Estado de 
Tlaxcala. 25 de febrero de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 
 
Época: Novena Época  
Registro: 175820  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXIII, Febrero de 2006  
Materia(s): Constitucional  
Tesis: P./J. 23/2006  
Página: 1533  
 
 
 
RATIFICACIÓN O NO DE FUNCIONARIOS JUDICIALES LOCALES. 
LA DECISIÓN CORRESPONDIENTE ES UN ACTO QUE 
TRASCIENDE LOS ÁMBITOS INTERNOS DE GOBIERNO, POR LO 
QUE ES EXIGIBLE QUE ESTÉ DEBIDAMENTE FUNDADA Y 
MOTIVADA. 
 
La ratificación o no de funcionarios judiciales tiene una dualidad de 
caracteres, ya que, por un lado, es un derecho a su favor que se 
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traduce en que se tome en cuenta el tiempo ejercido como juzgador y 
en conocer el resultado obtenido en su evaluación y, por otro, es una 
garantía que opera en favor de la sociedad, ya que ésta tiene derecho a 
contar con juzgadores idóneos que aseguren una impartición de justicia 
pronta, completa, gratuita e imparcial. Así, la decisión sobre la 
ratificación o no de los Magistrados de los Tribunales Locales no es un 
acto que quede enclaustrado en los ámbitos internos de gobierno, es 
decir, entre autoridades, en atención al principio de división de poderes, 
sino que aunque no está formalmente dirigido a los ciudadanos, tiene 
una trascendencia institucional jurídica muy superior a un mero acto de 
relación intergubernamental, pues al ser la sociedad la destinataria de la 
garantía de acceso jurisdiccional, y por ello estar interesada en que le 
sea otorgada por conducto de funcionarios judiciales idóneos que 
realmente la hagan efectiva, es evidente que tiene un impacto directo 
en la sociedad. En virtud de lo anterior debe exigirse que al emitir este 
tipo de actos los órganos competentes cumplan con las garantías de 
fundamentación y motivación, es decir, que se advierta que realmente 
existe una consideración sustantiva, objetiva y razonable y no 
meramente formal de la normatividad aplicable. 
 
Controversia constitucional 4/2005. Poder Judicial del Estado de 
Tlaxcala. 13 de octubre de 2005. Unanimidad de diez votos. Ausente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Laura Patricia Rojas Zamudio. 
 
El Tribunal Pleno, el tres de enero en curso, aprobó, con el número 
23/2006, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a 
tres de enero de dos mil seis. 
 

 
 

 
CONCLUSIONES DE LA DICTAMINADORA 

 
 

Con base en el análisis del expediente, de la entrevista efectuada a la persona 

objeto de la propuesta de ratificación que nos ocupa, así como de los criterios 

constitucionales antes abordados, quienes integramos esta Comisión 
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dictaminadora, llegamos a la conclusión de que la Ciudadana Licenciada 

Martha Patricia Razo Rivera, demuestra fehacientemente que se ha 

desempeñado en su encargo de manera eficiente, responsable y con un alto 

grado de profesionalismo, lo que se hace constar con la estadística anexa 

dentro de la propuesta correspondiente, en la que se señala que a partir de su 

designación a la fecha, presenta un balance muy positivo en la resolución de 

los asuntos como titular de la Sala Regional de Reynosa, Tamaulipas. 

 

Fue propuesta para ser ratificada en su puesto como Magistrada Regional, 

habiéndose valorado de manera directa su actuación, la cual se ha realizado 

de manera objetiva no sólo su profesionalismo, trabajo y honestidad, sino 

también su trabajo, al efecto cabe señalar que fueron 5562 las determinados 

emitidas por la Magistrada como titular de dicha Sala, con relación a las cuales 

se promovieron 118 medios federales de defensa de garantías, de los cuales 

solo 23 fueron concedidos de plano, representando un 19.49%, lo que entraña 

un alto grado de asertividad en la resolución de los asuntos, dado que el 

80.51% de las sentencias recurridas vía de amparo, resultaron intactas, 

reafirmándose así la capacidad y profesionalismo en la impartición de justicia 

de la Licenciada Martha Patricia Razo Rivera. 

 

Por otra parte, consideramos que la transformación de nuestro sistema judicial, 

a partir de las reformas constitucionales y legales que perfeccionan los 

procesos judiciales y fortalecen la salvaguarda de los derechos humanos, 

aunado al transitar de nuestro sistema jurisdiccional hacia un control de 

convencionalidad pleno, amerita que el aparato judicial del Estado cuente con 

juzgadores preparados y actualizados, a fin de que todos los actos y 
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resoluciones que emitan estén plenamente apegados a la legalidad y al 

respeto pleno de los derechos de los individuos. 

 

En ese sentido, consideramos que la Magistrada Martha Patricia Razo Rivera, 

es una profesionista que además de tener una gran vocación de servicio, 

cuenta con una destacada formación, basada fundamentalmente en la 

capacitación y actualización judicial, lo que ha quedado plenamente 

comprobado por los miembros de esta Comisión mediante el análisis efectuado 

al expediente relativo, en donde observamos las diversas constancias relativas 

a los cursos y estudios de post-grado que ha realizado de manera continua la 

Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, a la par del ejercicio de su 

responsabilidad judicial. 

 

Aunado a lo anterior, cabe poner de relieve también la intachable conducta que 

ha caracterizado a la profesionista de referencia en el ejercicio de su cargo, ya 

que no ha incurrido en alguna causa de responsabilidad y, por el contrario, se 

ha conducido siempre con base en un comportamiento ético, responsable y 

ejemplar, como el que debe tener, precisamente, un servidor público de la 

dimensión de un impartidor de justicia. 

 

Por ello, consideramos que la Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, es una 

profesionista que ejerce la función judicial con rectitud y, por ende, inspira 

confianza y respeto a la sociedad. 

 

 

Por todo lo antes expuesto, en opinión de los integrantes de esta Comisión 

dictaminadora, se justifica plenamente la procedencia de la ratificación de la 
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Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, en el ejercicio de su 

responsabilidad como Magistrada de Número del Supremo Tribunal de Justicia 

del Estado por un periodo de 6 años. 

 

En virtud de lo anterior, se declara concluido el procedimiento de ratificación  

de Magistrada Regional del Supremo Tribunal de Justicia del Estado que nos 

ocupa en las fases que corresponden a esta Comisión dictaminadora. 

 

Tomando en consideración lo expuesto y fundado, nos permitimos someter a la 

consideración de este Pleno Legislativo el presente dictamen, así como el 

siguiente proyecto de: 

 
 
 
DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE RATIFICA EN EL CARGO DE 
MAGISTRADA REGIONAL DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DEL ESTADO, A LA CIUDADANA LICENCIADA MARTHA PATRICIA RAZO 
RIVERA. 

 
 
 
 
 
ARTÍCULO PRIMERO. En términos de lo dispuesto por los artículos 58, 

fracción XXI, 106 párrafo tercero y 109 de la Constitución Política del Estado de 

Tamaulipas, se ratifica a la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, 

como Magistrada Regional del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, por un 

periodo de 6 años, contados a partir del 2 de junio del 2014.  
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ARTÍCULO  SEGUNDO. Convóquese a la designada Magistrada a efecto de 

que en términos de lo dispuesto por los artículos 128 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 104 y 158 de la Constitución Política del 

Estado de Tamaulipas, rinda protesta ante esta Soberanía.  

 
 

T R A N S I T O R I O S 
 

 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor a partir de su 

expedición y se publicará en el Periódico Oficial del Estado.  

 

 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. El periodo de la Magistrada para el que fue ratificada 

la Ciudadana Licenciada Martha Patricia Razo Rivera, iniciará a partir del día 2 

de junio del año dos mil catorce.  
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Dado en la Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, a los 27 

días del mes de mayo del año dos mil catorce. 
 

COMISIÓN DE JUSTICIA  
 
 
 

HOJA DE FIRMAS DEL DICTAMEN RECAÍDO A LA PROPUESTA DE RATIFICACIÓN DE LA CIUDADANA LICENCIADA MARTHA 
PATRICIA RAZO RIVERA, COMO MAGISTRADA REGIONAL DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE 
TAMAULIPAS. 

NOMBRE A FAVOR EN CONTRA ABSTENCIÓN  
 

   

 
DIP. AIDA ZULEMA FLORES PEÑA 
PRESIDENTA 
 
 

 
 
______________ 

 
 
_____________ 

 
 
_____________  

    

DIP. JOSÉ RICARDO RODRÍGUEZ 
MARTÍNEZ  
SECRETARIO 
 

 
 
 _____________ 

 
 
_____________ 

 
 
_____________  

    

DIP. BLANCA GUADALUPE VALLES 
RODRÍGUEZ  
VOCAL 
 

 
 
______________ 

 
 
_____________ 

 
 
_____________  

    

DIP. JUAN RIGOBERTO GARZA FAZ 
VOCAL 
 

 
 
______________ 

 
 
_____________ 

 
 
_____________  

    

DIP. ALVARO HUMBERTO 
BARRIENTOS BARRÓN 
VOCAL 
 

 
 
______________ 

 
 
_____________ 

 
 
_____________  

    

DIP. PATRICIA GUILLERMINA RIVERA 
VELÁZQUEZ  
VOCAL 
 

 
 
______________ 

 
 
_____________ 

 
 
_____________  

    

 
DIP. ROGELIO ORTIZ MAR 
VOCAL 
 

 
______________ 

 
_____________ 

 
_____________  
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